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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL                               SALA DE DECISION CIVIL-FAMILIA





Magistrado Ponente: Gonzalo Flórez Moreno

Pereira. Mayo trece del año dos mil nueve.  





Acta No. 197 de mayo 13 del año 2009. 





Expediente 66001-31-03-003-2009-00060-01





Se resuelve la impugnación presentada por la EPS-S accionada contra la sentencia proferida por el JUZGADO TERCERO CIVIL DEL CIRCUITO DE PEREIRA el 24 de marzo del presente año en esta Acción de Tutela promovida por LIDERMAN TANGARIFE BEDOYA en contra de LA SECRETARÍA DE SALUD DEPARTAMENTAL DE RISARALDA, LA EPS-S CAJA DE PREVISIÓN SOCIAL DE COMUNICACIONES “CAPRECOM” y LA ESE HOSPITAL UNIVERSITARIO SAN JORGE DE PEREIRA.




I. ANTECEDENTES:

Pretende el actor que se tutelen los derechos fundamentales a la vida digna y la salud que considera vulnerados por razón de hechos y omisiones en que han incurrido las entidades arriba citadas que se niegan a autorizar la cita con un especialista que requiere con urgencia para el tratamiento de una patología en la piel.  





Pide, entonces, se protejan los derechos vulnerados y, en consecuencia, se ordene a las entidades accionadas “me autorice servicio de dermatología (especialista, medicamentos y tratamientos) ya que soy desplazado y me encuentro muy enfermo, la cita la pedí el 23-09-08 y no me solucionan nada.” 

Luego de subsanada, a la tutela se le dio el trámite legal, con el pronunciamiento oportuno de las entidades accionadas así: El Hospital expone que ya se programó la cita con el dermatólogo por lo que pide “Denegar las pretensiones incoadas por la (sic) accionante en relación con la responsabilidad que pueda tener la ESE Hospital Universitario San Jorge de Pereira, toda vez que el hecho que motivó la presente acción ha sido superado.” Por su parte CAPRECOM pide declarar la improcedencia de la acción ya que le ha brindado al paciente todos los servicios que ha requerido y se encuentren incluidos en el POS (Acuerdo 306 de 2005) “…pero como lo que requiere el usuario no se encuentra incluido dentro del Plan de Beneficios, se trata de un subsidio a la oferta y a quien le corresponde cubrir dicho procedimiento es a la Secretaría de Salud Departamental.” Esta última entidad hace un recuento de la reglamentación que rige la materia y argumenta que como el procedimiento se encuentra dentro del POS-S la responsable directa es la EPS-S demandada. 

El juzgado de la causa resolvió conceder la tutela ya que, con base en jurisprudencia de la Corte Constitucional, encontró vulnerados los derechos fundamentales del señor Liderman Tangarife Bedoya y, a pesar de que la cita con el especialista ya se había realizado, no pasó así con todos los medicamentos recetados, tal como lo afirma el mismo actor, por tanto, dispuso que “CAPRECOM”, como entidad responsable del servicio médico que aquí se reclama, en un plazo de 48 horas “le suministre al accionante la totalidad de los medicamentos ordenados al señor Tangarife Bedoya y se le ordene la atención por especialista, realización de exámenes, suministro de medicamentos y lo que considere el médico o especialistas tratantes, necesarios para el tratamiento de la dolencia que presenta a fin de que pueda llevar una vida digna.”
Así mismo, denegó la tutela respecto de la Secretaría de Salud y el Hospital San Jorge, y facultó a la EPS-S para que recobre ante el FOSYGA por los procedimientos que practique y se encuentren fuera del POS subsidiado. 
Esta decisión fue impugnada oportunamente por la EPS-S CAPRECOM que insiste en que el procedimiento médico que requiere el paciente se encuentra por fuera del POS-S y en estos casos quien debe asumir su autorización es la Secretaría de Salud Departamental. Igualmente allega un memorial, con las copias pertinentes, en el que expresa la imposibilidad de atender al paciente ya que se encuentra activo en otra EPS.      

Aquí la acción se ha tramitado conforme a la ley con la intervención del actor que allega documentos en los cuales se acredita que no tiene doble afiliación. Se pasa a resolver lo pertinente previas las siguientes,





II. CONSIDERACIONES DE LA SALA:





Del escrito de tutela se puede concluir que los derechos fundamentales que se estiman vulnerados son a la vida y la salud amparados por los Artículos 11 y 48 de la Constitución Nacional.

Hay que manifestar inicialmente que la EPS-S
 recurrente no presenta ninguna inconformidad con la protección de los derechos concedidos por la juez a-quo. Es más, en el escrito de impugnación (folios 114 a 117 del cuaderno principal) su argumento se centra en que ella no es la responsable directa de realizar los servicios médicos que requiere el paciente debido a que se encuentran por fuera del POS subsidiado por lo que es la Secretaría de Salud Departamental la obligada al suministro de los procedimientos que aquí se piden.
Y sería del caso entrar a estudiar de fondo la inconformidad de la recurrente, pero observa la Sala, contrario a lo considerado por la juez a-quo, que en el presente asunto no existe vulneración de ningún derecho fundamental ya que, tal como el actor lo afirma en la corrección de la demanda (ver folio 8 del cuaderno principal) él no ha realizado ninguna solicitud en las dependencias de CAPRECOM ni mucho menos ante la Secretaría de Salud Departamental, con el fin de reclamar la realización de la cita con médico especialista (dermatólogo) ni se le ha negado directamente la entrega de droga ni otro procedimiento, sino que fue el Hospital Santa Mónica de Dosquebradas el que lo remitió al Hospital San Jorge de Pereira      y allí hizo la petición para que lo atendieran, sin que tuvieran que ver en la negativa para la autorización del turno médico la EPS-S ni la entidad territorial accionadas.

De lo anterior, sin lugar a dudas, se infiere que no es procedente acceder al amparo pedido puesto que como bien se tiene entendido la acción de tutela se estableció como un instrumento que faculta a las personas, en cualquier momento y lugar, para acudir ante un juez en búsqueda de un pronunciamiento que proteja un derecho constitucional fundamental, en caso, obviamente, de que haya sido vulnerado o amenazado por la acción y omisión de autoridades públicas o particulares.   
En el presente caso está claro que al no haberse realizado solicitud ante la EPS subsidiada ni la Secretaría de Salud Departamental mucho menos puede decirse que éstas hayan amenazado ninguno de los derechos fundamentales que alega el tutelante ya que para ello, se repite, debe existir una omisión por parte de la autoridad de salud o territorial previa petición del interesado y como así no ha ocurrido no se les puede endilgar responsabilidad alguna debido a que desconocían totalmente la orden de la cita médica que requiere el señor Tangarife Bedoya.

Sobre el tema la Corte Constitucional ha dejado claro que

“las presentes acciones de tutela fueron presentadas directamente al juez constitucional, sin que exista prueba de que se requirió previamente a cada entidad la prestación del servicio y que ésta se hubiera negado a hacerlo. Resulta a todas luces inadecuada esta práctica porque, sin desconocer el inmenso estado de angustia que lleva consigo la presencia de una enfermedad en algún miembro de la familia, la solución no está en acudir directamente al juez de tutela con base en una posible negativa en la prestación del servicio, sin detenerse a considerar que, en la generalidad de los casos, la vulneración que podrá examinar el juez únicamente podrá partir de la base de que en realidad existe la negativa o la omisión de la entidad prestadora del servicio de salud, en suministrar lo pretendido por el paciente, pues, si no existe la negativa o la omisión de la prestación del servicio de salud, difícilmente puede darse la violación de algún derecho fundamental. El hecho de que no se haya requerido previamente a la entidad prestadora de salud, salvo casos verdaderamente excepcionales, impide que la acción de tutela proceda, puesto que ella está consagrada para la protección inmediata de sus derechos constitucionales fundamentales, cuando quiera que éstos resulten vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de cualquier autoridad pública.”
 

Además, resulta oportuno aclarar que el Hospital Santa Mónica de Dosquebradas, institución a la cual se encuentra adscrito el tutelante y que no fue vinculada a las presentes diligencias, le ha brindado los servicios de salud que ha requerido (ver folio 72 del cuaderno principal), y aunque hubo cierta demora en la cita con el especialista, no se puede perder de vista que fue atendido y entregada la droga como afiliado a CAPRECOM, afirmación que fue posterior y que desconoce la manifestación en sentido contrario que hizo el actor ante el despacho judicial (folio 71 ib.), por lo que no se observa una actitud negligente que genere una orden de atención integral.
Por tanto, se revocará el fallo impugnado, y en su lugar se negará la tutela.

Finalmente, resulta oportuno advertirle a CAPRECOM que el actor, según certificado que obra a folio 6 de este cuaderno, se retiró como cotizante de la EPS SALUDCOOP, por lo que no existe obstáculo para que siga afiliado a dicha EPS subsidiada como lo informa a folio 126 del cuaderno principal. La Secretaría de esta Sala enviará el oficio respectivo anexando copia informal de la citada certificación. 





En mérito de lo expuesto el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Civil-Familia, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,





RESUELVE:





1º) SE REVOCA la sentencia proferida por el JUZGADO TERCERO CIVIL DEL CIRCUITO DE PEREIRA el 24 de marzo del presente año en esta Acción de Tutela promovida por LIDERMAN TANGARIFE BEDOYA en contra de LA SECRETARÍA DE SALUD DEPARTAMENTAL DE RISARALDA, LA EPS-S CAJA DE PREVISIÓN SOCIAL DE COMUNICACIONES “CAPRECOM” y LA ESE HOSPITAL UNIVERSITARIO SAN JORGE DE PEREIRA.




En su lugar se niega la acción de tutela. 

2º) Notifíquese esta decisión a las partes por el medio más expedito posible (Art. 5º, Dto. 306 de 1992).




3º) Remítase el expediente a la Honorable Corte Constitucional para su eventual revisión.





COPIESE Y NOTIFIQUESE:





Los Magistrados,





Gonzalo Flórez Moreno

Jaime Alberto Saraza Naranjo
    Fernán Camilo Valencia López 

Tut. 00060.09
que se encargan de una falta de que el En primer lugar es preciso aclarar que, aunque en realidad la patología que presenta el actor no se encuentra dentro del POS-S (Acuerdo 306 del año 2005), el debate que aquí se suscita es principalmente en cuanto a la atención integral que se le debe brindar al paciente y que solicita en la demanda de tutela pues, como bien lo observó la funcionaria, la cita con el dermatólogo ya le fue realizada (ver folio 71 del cuaderno principal) que era el principal objeto de la tutela, pero, tal cual lo afirma el actor, faltaron por entregar unos medicamentos (no especifica cuáles) indispensables para su tratamiento. 

Con la anterior precisión, no existe duda para la Sala que lo decidido en primera instancia se debe confirmar dado que en este caso la directa obligada es la EPS-S recurrente que es la entidad que tiene afiliado al accionante    en el régimen subsidiado    no le asiste razón a la entidad accionada en sus argumentos, ya que, aunque en realidad la patología que sufre el actor no se encuentran dentro del POS-S (Acuerdo 306 del año 2005), como bien lo consideró la juez a-quo la cita con el dermatólogo ya le fue realizada (ver folio 71 del cuaderno principal) que era el principal objeto de la tutela, por lo que aquí se trata de definir la atención integral que se le debe brindar al paciente, pues, tal cual lo afirmó el mismo actor, no se le han entregado todos los medicamentos sin que se tenga conocimiento puntual de cuáles son los que le faltan, por lo que la decisión de primera instancia se encuentra ajustada a derecho, con el fin de salvaguardar el derecho a la vida digna del señor Tangarife Bedoya. 

Además, para mayor claridad del asunto, resulta pertinente aclarar que lo ordenado por la juez a-quo  cuando con apresurada pa el mismo actor a folio 71 del cuaderno principal,  según lo previsto por el numeral 3.6, artículo 2º del Acuerdo 306 del año 2005
, el procedimiento que requiere el paciente (valoración especializada con médico neumólogo) sí se encuentra dentro del plan obligatorio de salud del régimen subsidiado, teniendo en cuenta que, según las órdenes médicas que obran en el plenario (Folios 2 a 7), dicha valoración por neumología es con el fin de iniciar el manejo y estudio de su patología debido a un tumor que le fue detectado en el pulmón y que en el examen de “TAC DE TORAX CONTRASTADO”
 que se le practicó se planteó como “primera probalidad ca broncogénico central”
, y es precisamente esos casos de “alto costo” a los cuales el régimen subsidiado garantiza la atención en salud para las personas afiliadas a una EPS-S, como se encuentra el señor Zuleta Galeano (ver folio 1), punto éste que la juez a-quo, sin mayor análisis, también desarrolló de manera equivocada.

Por tanto, como el procedimiento médico aquí requerido (valoración por neumología) se encuentra dentro del POS subsidiado es la EPS-S demandada la encargada directa de su realización, dado que como entidad promotora de salud su función radica principalmente en garantizar la adecuada prestación de los servicios previstos en el Plan Obligatorio de Salud del régimen subsidiado de cada uno de sus afiliados
.

Así las cosas, conforme a lo aquí expuesto se procederá a confirmar el fallo impugnado, incluida la orden de realizar el tratamiento integral, ya que, como bien lo explicó la funcionaria, debido a la grave patología que presenta el paciente, se debe entender por atención integral la realización de todos los procedimientos médicos que se necesiten para la recuperación de su salud derivados, eso sí, de la patología que presenta, esto en caso de que se llegue a dilatar cualquier tratamiento, tal cual ocurrió en el presente asunto. 

Se le hace la advertencia a la EPS-S “CAPRECOM” con el fin de que proceda sin más dilaciones para el cabal cumplimiento de este fallo.

� “Las Entidades Promotoras de Salud en cada régimen son las responsables de cumplir con las funciones indelegables del aseguramiento. Las entidades que a la vigencia de la presente ley administran el régimen subsidiado se denominarán en adelante Entidades Promotoras de Salud del Régimen Subsidiado (EPS). Cumplirán con los requisitos de habilitación y demás que señala el reglamento.” (Artículo 14 de la Ley 1122 del año 2007)


� Corte Constitucional. Sentencia T-900 del año 2002.


� “3.6 Casos de pacientes con cáncer: La cobertura comprende la atención integral ambulatoria y hospitalaria necesaria en cualquier nivel de complejidad del paciente con Cáncer, e incluye:


todos los estudios necesarios para el diagnóstico inicial, así como los de complementación diagnóstica y de control. (…) 


En aquellos casos que fueren confirmados será responsabilidad de la ARS el pago de los procedimientos y actividades realizadas para la confirmación diagnóstica, sin necesidad de que hayan sido autorizados previamente por ella. En los casos no confirmados, los procedimientos y actividades realizadas no serán pagados por la ARS si no están dentro del POS-S y se financiarán con recursos de oferta”.


� Ver folio 7 del cuaderno principal.


� “Es la causa más frecuente de muerte por neoplasias malignas entre los varones y mujeres adultos. El diagnóstico y estadiaje radiológico precisos son importantes para el manejo de estos pacientes.” (…)El carcinoma broncogénico se origina del epitelio bronquial o alveolar; sólo el 0,5% se originan en la tráquea, mientras que el resto lo hace de un bronquio o en el pulmón. (…)HALLAZGOS RADIOGRAFICOS      A) CARACTERISTICAS DEL PROPIO TUMOR * Tumor central: el hallazgo más frecuente es una masa hiliar con o sin obstrucción bronquial(60-75%). En su mayoría corresponden a carcinoma de células escamosas y adenocarcinoma. La masa hiliar representa la porción extraluminal del tumor bronquial o adenopatías mediastínicas.” (Tomado de la página de Internet: http://www.blog-medico.com.ar/noticias-medicina/cancer-de-pulmon.htm)


� Ver artículo 177 de la Ley 100 de 1993.





